El botiquín: los modelos de escrito
D.9 La petición de motivación extensa
La idea: la pregunta de los cimientos: en qué se apoya la presunción por la que el Estado ejerce autoridad sobre la persona, con la relación de presunciones (D.13) adjunta.
Dónde vale: en la jurisdicción del Estado y en la de la verdad. 
Cuándo usarlo: para pedir, por escrito y una a una, la justificación de las presunciones en que el Estado funda su autoridad sobre una persona. Se dirige a la Presidencia del Gobierno o al órgano que se elija, no a quien tramita un expediente concreto (D.0). La respuesta, o el silencio, se archiva en el Registro (10.8) y forma parte de las preguntas para el juicio (capítulo 11). 
Base legal: Constitución, art. 29, y Ley Orgánica 4/2001, arts. 4, 9 y 11 (derecho de petición); Ley 39/2015, arts. 20.1 y 21.6. Las presunciones, con su fuente, están en el edificio de 5.2 y en la relación del D.13. 
Plazos y advertencias: inadmisión motivada en cuarenta y cinco días hábiles; contestación en tres meses si se admite (Ley Orgánica 4/2001, arts. 9.1 y 11.1). Advertencia: el Estado responderá con su propio derecho, la Constitución y las leyes, y esta petición no exime de ninguna obligación vigente (Constitución, art. 9.1). Su fuerza es dejar constancia de qué se responde y qué se calla. 
Qué es una presunción, en el lenguaje del Derecho. El diccionario jurídico de la Real Academia la define así: «Aceptación de un hecho del que no se tiene prueba y que se infiere de otro hecho demostrado». Y la ley dice cuándo vale: las presunciones que la ley establece eximen de probar el hecho presunto, pero «sólo serán admisibles cuando la certeza del hecho indicio del que parte la presunción haya quedado establecida mediante admisión o prueba», y admiten prueba en contrario, salvo que la ley lo prohíba expresamente. Esa ley se aplica también, en lo que no regulen las suyas, a los procesos contencioso-administrativos. En pocas palabras: una presunción necesita un hecho de partida admitido o probado. El escrito pide ese hecho.
Modelo para rellenar:
A
[Nombre y apellidos], con DNI [número], de nacionalidad [nacionalidad], y con domicilio a efectos de notificaciones en [dirección], al amparo del artículo 29 de la Constitución y de la Ley Orgánica 4/2001, formulo la siguiente
PETICIÓN DE MOTIVACIÓN EXTENSA
Solicito que se me explique, por escrito y de forma motivada, en qué se apoya la presunción por la que el Estado ejerce autoridad sobre mi persona, y en concreto el fundamento de cada una de las presunciones en que se sostiene, más allá de la norma que la establece, según la relación que se adjunta.
SOBRE LA PRESUNCIÓN. El Diccionario panhispánico del español jurídico de la Real Academia Española define la presunción como la «Aceptación de un hecho del que no se tiene prueba y que se infiere de otro hecho demostrado». Según la ley, las presunciones «sólo serán admisibles cuando la certeza del hecho indicio del que parte la presunción haya quedado establecida mediante admisión o prueba» (Ley de Enjuiciamiento Civil, art. 385.1), y admiten prueba en contrario (art. 385.3). No he admitido el hecho del que parte la autoridad que se ejerce sobre mi persona, ni me consta prueba de él. Dejo constancia de que, desde la recepción de este escrito, quien lo tramita conoce esta petición y el sentido legal de la presunción.
Para cada presunción de la relación adjunta, solicito que se me indique el hecho demostrado o admitido del que parte respecto de mi persona y el documento que lo acredita, o la norma en que se funda; cada punto puede contestarse con un documento o con una cita normativa.
BUENA FE. Formulo este escrito de buena fe. Reconozco que la condición humana es propensa a errar el blanco —hamartia—, y que también yo puedo estar equivocado en mi apreciación: si se me indica de forma motivada, rectificaré con mucho gusto.
LO QUE HARÉ SI NO SE CONTESTA. Si la contestación no cumple la motivación que exige la ley (Ley 39/2015, art. 35; Ley Orgánica 4/2001, art. 11), ejerceré los recursos y acciones que el ordenamiento me reconoce, entre ellos la tutela judicial del derecho de petición (Ley Orgánica 4/2001, art. 12) y la queja al Defensor del Pueblo, y la respuesta, o su falta, quedará archivada en el Registro de los frutos.
CONSTANCIA DE LA RESPONSABILIDAD DE QUIEN TRAMITA. Con todo respeto, dejo constancia de que, según la ley, «los titulares de las unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación» (Ley 39/2015, art. 20.1), y de que el personal que tenga a su cargo el despacho de los asuntos y los titulares de los órganos competentes «son directamente responsables, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución expresa en plazo» (art. 21.6). Si de la actuación se derivara un daño, la Administración que indemnice exigirá a su personal la responsabilidad en que hubiera incurrido por dolo, o culpa o negligencia graves (Ley 40/2015, art. 36.2).
Se adjunta: relación de presunciones (D.13).
En [lugar], a [fecha]. Firma:
La respuesta probable de la Administración: que no se admite porque plantea cuestiones generales y no una petición concreta, o una respuesta que remite a la Constitución y a las leyes vigentes.
La respuesta de la obra:
1. La inadmisión tiene que ser motivada y en cuarenta y cinco días hábiles. Y cada punto de la relación pide un hecho, un documento o una norma, no una opinión.
2. Si la respuesta es «porque lo dice la Constitución», el sistema se justifica a sí mismo con su propia norma: es exactamente la presunción que se pregunta (5.2). Y queda escrito.
3. Cada punto sin responder se archiva en el Registro (10.8) y se oirá en el juicio (capítulo 11), junto con la mejor defensa del Estado.
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La versión completa y comprobable, con cada cita en su fuente, está en la edición publicada.
El juicio popular de la verdad es un tribunal de opinión: no tiene carácter oficial ni fuerza legal.
Si lees esto en otro idioma, es una traducción automática, no revisada. La obra se escribió en España, en español; en caso de duda prevalece el español.
Esta obra no da asesoramiento financiero ni jurídico y no exime de ninguna obligación vigente.
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